
GUÍA DE LOS
PROCEDIMIENTOS CONTRACTUALES QUE DEBEN UTILIZARSE EN LOS SUPUESTOS DE  CRISIS Y EN LAS SITUACIONES DE EMERGENCIA Y POSTERIORES A LA FASE DE EMERGENCIA
1.
Marco jurídico
En circunstancias excepcionales de inestabilidad y de urgencia en un determinado país o región, la Comisión y sus socios encargados de la implementación deber ser flexibles para asegurar una aplicación rápida y eficaz de la ayuda de la Unión Europea.

El presupuesto general de la CE y el Fondo Europeo de Desarrollo ("FED") prevén procedimientos flexibles de respuesta a tales circunstancias excepcionales, denominadas "situaciones de crisis" (C presupuesto general y FED) y "ayuda de emergencia y posterior a la fase de emergencia" (FED únicamente). Esencialmente, estos procedimientos permiten al respectivo Ordenador de pagos aplicar a la contratación pública procedimientos más rápidos y más sencillos, en particular procedimientos negociados y conceder directamente contratos de subvención, cuando la autoridad pertinente haya establecido que en un país o una región dados se dan las circunstancias para aplicar estos mecanismos.
La presente guía establece los principios y los procedimientos básicos referentes a
:
· la aplicación de los procedimientos de situación de crisis.  establecidos en el Reglamento financiero de la CE ("RF") y sus normas de desarrollo ("ND"). Obsérvese que las normas sobre situaciones de crisis son asimismo aplicables a las acciones y programas financiados por el FED, que vienen reguladas por el nuevo artículo 19 c) del Anexo IV del Acuerdo de Cotonú.
El artículo 168, apartado 2 de las ND define la "situación de crisis" como aquellas situaciones: que amenazan el orden público y la seguridad de las personas, con riesgo de que degeneren en un conflicto armado o puedan desestabilizar el país y pueden quebrantar gravemente: a) la salvaguardia de valores comunes, de intereses fundamentales, de la independencia e integridad de la Unión Europea; b) la seguridad de la Unión Europea, el mantenimiento de la paz y la seguridad internacional, la promoción de la cooperación internacional o el desarrollo y potenciación de la democracia, del Estado de Derecho, del respeto de los derechos humanos y libertades fundamentales.
· La modalidad de ejecución de los procedimientos de ayuda de emergencia (y posteriores a la fase de emergencia) definida en los artículos 72 y 73 del Acuerdo de Cotonú
, que podrá beneficiarse de los procedimientos flexibles del RF y de las ND aplicadas en los supuestos de situaciones de crisis
.
El artículo 72 del Acuerdo de Cotonú define la ayuda de emergencia como la concedida a la población de los Estados ACP que se enfrente a dificultades económicas y sociales graves, de carácter excepcional, a consecuencia de catástrofes naturales o crisis de origen humano como guerras u otros conflictos o de circunstancias extraordinarias de efectos comparables.
El artículo 73 del Acuerdo de Cotonú establece que las acciones posteriores a la fase de emergencia destinada a la rehabilitación material y social podrán ejecutarse empleando mecanismos eficaces y flexibles para facilitar la transición de la fase de emergencia  a la fase de desarrollo, promover la reintegración socioeconómica de los grupos de población afectados, hacer desaparecer, en la medida de lo posible, las causas de la crisis y reforzar las instituciones, así como la apropiación por los protagonistas locales y nacionales.
Las definiciones legales de la ayuda de crisis o situación de emergencia y  posterior a la fase de emergencia se centra en los efectos de las situaciones descritas en esas disposiciones y no limita su duración ni establece una lista abierta o cerrada de las causas de las amenazas o dificultades previamente mencionadas. Un país o una región puede sufrir inestabilidad (o fragilidad) estructural a largo plazo, que sea causa de tales amenazas y dificultades, antes de poder alcanzar un nivel de estabilidad que permita la aplicación de la ayuda "normal" al desarrollo estructural. Estas situaciones de crisis estructural a largo plazo también requieren el uso de los mencionados procedimientos flexibles.
En el contexto de la presente guía, el uso de los procedimientos flexibles se aplicará a todos los supuestos que entren en la definición del artículo 168, apartado 2 de las ND o los artículos 72 y 73 del Acuerdo de Cotonú con independencia de la duración de las causas o de los efectos que se deriven de las amenazas y dificultades cubiertas por estas disposiciones. Mutatis mutandis también cubrirá los mencionados casos de inestabilidad estructural a largo plazo
.
En caso de que no se haya establecido ninguna situación de crisis (o la necesidad de una ayuda de emergencia o posterior a la fase de emergencia), seguirá siendo posible hacer uso de procedimientos flexibles caso por caso. Al respecto, se recuerda la posibilidad de que el respectivo ordenador de pagos utilice procedimientos negociados o conceda directamente una subvención en el marco de casos de urgencia, según lo establecido por las ND aplicables (véanse los apartados 3.2.3.1, 4.2.4.1, 5.2.4.1 y 6.3.2 de la Guía Práctica)
.
2.
Decisión por la que se determina una situación de crisis o la necesidad de una ayuda de emergencia o posterior a la fase de emergencia
2.1.
Autoridad pertinente
Antes de aplicar normas flexibles, la autoridad pertinente debe establecer la existencia de una situación de crisis en un país o una región (o la necesidad de otorgar una ayuda de emergencia o posterior a la fase de emergencia) para las acciones a las que no es aplicable el nuevo artículo 19 c) del Anexo IV de Cotonú.
La autoridad pertinente es el Ordenador de pagos por delegación (es decir, el respectivo Director General)
, quien emitirá una decisión a este respecto previas consultas pertinentes que incluirán a la DG (o DGs) responsables de la programación y al Comisario competente
.
No se requiere una decisión específica del Ordenador de pagos por delegación en el marco de los programas FED de conformidad con los artículos 72 y 73 del Acuerdo de Cotonú
, dado que dichos programas, por propia definición, ya permiten el empleo de procedimientos flexibles. Se tramitará la previa aprobación del Comisario competente para utilizar los artículos 72 y 73 como base jurídica de un nuevo programa de ayuda de emergencia y posterior a la fase de emergencia antes de la presentación al Colegio de Comisarios del correspondiente borrador de decisión de financiación. La ejecución de los programas estará sujeta a las secciones 3 y 4 de la presente guía.
2.2.
Procedimiento, naturaleza y contenido de la decisión

La solicitud al respectivo Director General de establecer la existencia de una situación de crisis (o de la necesidad de una ayuda de emergencia o posterior a la fase de emergencia) se hará por escrito. Puede hacerla:

· los servicios de la Comisión;
· el país afectado por la situación de crisis (generalmente el representante de la Administración Contratante nacional - también denominado ordenador de pagos en el FED), una organización internacional o local o una organización no estatal internacional, que pueda dirigir una petición a la Comisión.
En la práctica, la petición generalmente se dirige a través del Jefe de Delegación del respectivo país. En estos casos, una vez consultadas las autoridades y los servicios pertinentes y si la considera apropiada, el Jefe de Delegación presentará una nota al Director geográfico responsable de la DG EuropeAid o de la DG Ampliación, con todos los elementos de hecho necesarios para describir la situación en el país o la región dado y una justificación del cumplimiento de las condiciones previstas en el artículo 168, apartado 2 de las ND o los artículos 72 y 73 del Acuerdo de Cotonú. La nota también definirá el alcance exacto de la petición (es decir, tiempo y cobertura geográfica, los programas afectados por la decisión, dificultad o imposibilidad que tiene Administración Contratante del el país beneficiario para llevar a cabo sus obligaciones). El Director puede entonces decidir transmitir la petición a su Director General.
En caso de que la petición se dirija a través del Director o directamente al Director General, estos pueden decidir transmitirla al Jefe de Delegación (o al Director en caso de que la petición sea recibida directamente por el Director General) para que prepare el expediente de conformidad con el apartado anterior.
La decisión del Director General establecerá la existencia de una situación de crisis (o de la necesidad de una ayuda de emergencia o posterior a la fase de emergencia) en un determinado país o región, en virtud del artículo 168.2 de las ND o los artículos 72 y 73 del Acuerdo de Cotonú. Definirá el ámbito geográfico, en particular el país o países, o si la situación solo afecta a una parte del país, región en el país amparada por la decisión. También determinará la duración de esta situación (generalmente 1 año), con la posibilidad de pedir revisiones/extensiones según el mismo procedimiento cuando el plazo de la aplicación de tales procedimientos se acerque a su fin. La decisión puede también limitar el ámbito de la decisión a varios programas en el país o la región en cuestión. Podrá también incluir instrucciones relativas a las reglas de origen y nacionalidad (véase sección 3.2.3 o a la necesidad de que la Comisión asuma las funciones de la Administración Contratante (véase sección 3.3)
.
El Director General puede decidir a la luz de la naturaleza políticamente sensible de la situación, elevar una pregunta al Colegio de Comisarios.
2.3.
Impacto en los convenios de financiación y en contratos
En casos de cooperación delegada en los que se empleen procedimientos de la Unión Europea (gestión descentralizada, gestión centralizada indirecta), una vez que la decisión por la que se establece una situación de crisis (o de la necesidad de una ayuda de emergencia o posterior a la fase de emergencia) haya sido adoptada, el Jefe de Delegación (ordenador de pagos competente por subdelegación) informará a la Administración Contratante (o entidad delegada) de la adopción de la decisión y de su ámbito mediante un Canje de Notas, que complementará los respectivos convenios de financiación
.
Los beneficiarios de subvenciones pueden utilizar los procedimientos negociados sobre la base de la decisión adoptada por el Director General. De conformidad con el punto 7 (a) del anexo IV al contrato de subvención, el servicio de la Comisión o la Administración Contratante en el supuesto de gestión descentralizada informará a los beneficiarios de subvenciones de las fecha de adopción y finalización de la decisión.

A excepción del caso mencionado anteriormente, la decisión por la que se establece una situación de crisis o la necesidad de una ayuda de emergencia o posterior a la fase de emergencia no afecta automáticamente a los contratos en curso. Cualquier eventual modificación de tales contratos debe hacerse de conformidad con las condiciones previstas en cada uno de ellos.
3.
Consecuencias en el procedimiento de la decisión
3.1
Empleo de procedimientos flexibles con pleno respeto al principio de gestión sana
Una vez que se ha tomado una decisión por la que se establece una situación de crisis (o la necesidad de una ayuda de emergencia o ayuda posterior a la fase de emergencia), los contratos de subvenciones, servicios, los suministros y de obra dentro del ámbito geográfico y temporal de tal decisión pueden concederse sin necesidad de licitaciones o propuestas.

La base para utilizar la concesión directa de subvenciones es el artículo 168.1 de las ND para los contratos de subvención, mientras que la base para el uso de procedimientos negociados puede encontrarse en los artículos 242.1(2), 244.2 y 246.1(2) de las ND
.
El grado de flexibilidad de los procedimientos y el nivel correspondiente de competencia que debe aplicarse debe adaptarse al contexto específico de cada proyecto y a las circunstancias del país o la región cubierta por la decisión. Deben respetarse los principios generales de las normas financieras, que exigen (i) transparencia e igualdad de trato en la adjudicación de los contratos y (ii) economía, eficiencia y eficacia en el uso de fondos comunitarios (gestión financiera sana).
· En casos de gestión descentralizada o de contratos administrados por las Delegaciones en gestión centralizada, el Jefe de Delegación es responsable durante la fase de ejecución del proyecto de autorizar, supervisar y asegurarse de que se apliquen los procedimientos de tal manera que se asegure la gestión financiera sana. Esta responsabilidad no se amplía a los contratos públicos celebrados por un beneficiario de la subvención en conformidad con la sección 2.3 (2). En ningún caso puede el Jefe de Delegación subdelegar en sus servicios esta responsabilidad relativa a la elección del procedimiento. El Jefe de Delegación, al aplicar/autorizar  cada uno de los procedimientos flexibles establecidos en esta nota, no requiere la aprobación previa de la sede dado que se ha declarado la situación de crisis o la necesidad de ayuda de emergencia o ayuda posterior a la fase de emergencia; sin embargo tiene que cumplir la obligación de informar (véase la sección 4 infra).
· En los contratos administrados directamente por la sede en gestión centralizada, el papel del Jefe de Delegación los asumirá el jefe de la unidad de operaciones responsable del contrato en coordinación con el jefe la correspondiente unidad de finanzas y contratos.
3.2
Aplicación práctica

En la gestión descentralizada, sobre la base de los justificantes presentados por la Administración Contratante, el Jefe de Delegación tendrá que evaluar el grado de flexibilidad que pueda aplicarse a la luz de los criterios generales descritos en el punto anterior. El Jefe de Delegación autorizará entonces el procedimiento elegido. Para los contratos centralizados gestionados por la delegación, el Jefe de Delegación debe también evaluar el grado de flexibilidad requerido y autorizar el procedimiento elegido. Para los contratos gestionados directamente por la sede, el papel del Jefe de Delegación descrito en las secciones 3.3.1 y 3.3.2 lo asumirá el jefe de la respectiva unidad de operaciones centralizadas en coordinación con el jefe de la unidad de finanzas y contratos.
3.2.1
Contratación pública (servicios, suministros, y obras)
Aunque el uso de los procedimientos negociados sea posible conforme a las normas de la Unión Europea, el Jefe de Delegación podrá decidir la aplicación de un procedimiento que implique un grado de competencia cuando sea compatible con el supuesto concreto. Por ejemplo, el Jefe de Delegación puede proponer el uso del procedimiento simplificado o negociado en régimen competitivo (véanse los apartados 3.4.2, 4.5 y 5.6 de la Guía Práctica, respectivamente en lo relativo a servicios, suministros y obras), o incluso el empleo del procedimiento restringido de licitación (para los servicios) o el procedimiento abierto (para las obras y los suministros).

Si se considera que el procedimiento negociado es el más apropiado, la Administración Contratante podrá iniciar libremente las conversaciones y concederá el contrato al licitador que haya seleccionado. En el caso de los procedimientos negociados (con independencia de la base jurídica adoptada), la Administración Contratante deberá elaborar un informe de negociación que justifique como se llevaron a cabo las negociaciones y la base para la decisión de adjudicación del contrato resultante de las mismas. El informe de negociación deberá incluirse en el expediente de contrato. La Administración Contratante debe adoptar las medidas habituales en estos procedimientos (tales como notificar al candidato la aceptación de su oferta, preparar el contrato y firmar y publicar su concesión) (véase la sección 2.9 de la Guía Práctica).

Cada uno de los pasos de negociación necesita la aprobación previa del Jefe de Delegación.

Las disposiciones mencionadas sobre la adjudicación de los contratos por el procedimiento negociado pueden también aplicarse a los contratos concedidos conforme a presupuestos-programas.
3.2.2.
Contratos de subvención
Aunque el uso de la concesión directa sea posible conforme a las normas de la Unión Europea, el Jefe de Delegación puede decidir aplicar un procedimiento que implique un grado de competencia cuando sea compatible con la situación de crisis. Por ejemplo, el Jefe de Delegación puede proponer el uso de una convocatoria para un número limitado de solicitantes potenciales.

En el caso de la concesión directa, la Administración Contratante debe preparar un Informe explicativo justificando como se han identificado los beneficiarios y se ha determinado la cuantía de las subvenciones, y motivando la decisión de concesión resultante. La Administración Contratante debe adoptar las medidas habituales en estos procedimientos tales como notificar al candidato la aceptación de su oferta, preparar el contrato y firmar y publicar su concesión (véase el apartado 6.4.10 de la Guía Práctica), el informe mencionado debe incluirse en el expediente de contrato.
Cada uno de los pasos principales en el procedimiento necesita la aprobación previa del Jefe de Delegación.
Considerando los procedimientos flexibles y la necesidad de una ejecución rápida y efectiva, se pueden aplicar varias excepciones a algunas normas básicas de las subvenciones:
· Programación anual: Todas las subvenciones están sujetas a un programa anual que debe publicarse a principios de año
. Esta obligación no es aplicable en casos de situación de crisis.
· Retroactividad: Por regla general, una subvención sólo puede cubrir los costes en los que se incurra después de la fecha de la firma del contrato de subvención. Las acciones ya emprendidas sólo podrán ser subvencionadas si el solicitante demuestra que era necesario comenzar la acción antes de la firma del contrato. En estos casos, no podrán recibir financiación los gastos contraídos antes del plazo o, en el caso de concesión directa, de la fecha de la presentación de la solicitud de subvención, y si procede de la fecha de la firma del acuerdo de financiación. Sin embargo, en casos de situación de crisis, de emergencia o de fase posterior a la emergencia, los gastos contraídos por un beneficiario antes de la fecha de la presentación de la solicitud pueden ser objeto de financiación comunitaria
. Se recuerda que en todo caso queda excluida la subvención retroactiva de acciones ya finalizadas.
· Cofinanciación: Las subvenciones pueden no financiar todo el coste de la acción. Sin embargo, conforme a la excepción prevista en los artículos 169 RF, 87 RF del 9º FED y y 109 RF del 10º FED una acción podrá financiarse íntegramente si la Administración Contratante demuestra que ello resulta indispensable para su realización, y justifica en consecuencia su decisión de concederla. Por otra parte, el artículo 253 de las ND estipula que cuando se trata de una situación de crisis podrá autorizarse la financiación íntegra de una acción, siempre y cuando el acto de base no lo prohíba.
3.2.3.
Reglas de nacionalidad y origen
Las excepciones a las reglas aplicables a la nacionalidad y al origen estarán sujetas a los principios e instrucciones sobre excepciones establecidas por la dirección general de que se trate
, salvo que la decisión por la que se establece la situación de crisis o la ayuda de emergencia o posterior a la fase de emergencia establezca otra cosa (p.ej. la decisión podría especificar que las excepciones relativas a las reglas de nacionalidad y origen podrán ser concedidas por el Jefe de Delegación.
3.3.
Decisión por la que se sustituye (temporalmente) a la Administración Contratante
Cuando la situación en un país o región determinado impida a la Administración Contratante del país beneficiario llevar a cabo su obligación de gestionar las acciones o programas descentralizados, que puede ser aplicable en algunos casos de crisis o posteriores a la crisis, la Comisión puede, después de haber establecido todos los contactos necesarios con el país beneficiario para remediar la situación, decidir sustituir a la Administración Contratante en sus obligaciones.
Si se adoptara tal decisión, algunas o todas las funciones de ejecución de la Administración Contratante serán asumidas por la Comisión en nombre y por cuenta del país beneficiario
. Los modelos de Acuerdos Financieros ya prevén esta posibilidad
.
Cuando dejen de existir las circunstancias que justifican la gestión de los fondos por la Comisión, la Comisión podrá transferir esta función a la Administración Contratante competente.

4.
Obligación de informar de las Delegaciones
El empleo de los procedimientos negociados en una situación de crisis (o ayuda de emergencia o de ayuda posterior a la fase de emergencia) está sujeto a las obligaciones generales de informar (es decir, en casos de gestión descentralizada y centralizada)
. Obsérvese que ha de informarse sobre todos y cada uno de los contratos adjudicados conforme al procedimiento negociado sobre la base de una situación de crisis o de ayuda de emergencia o ayuda posterior a la fase de emergencia).
Además, en el caso de gestión descentralizada o contratos administrados por las Delegaciones en gestión centralizada, el Jefe de Delegación informará sobre la situación y sus consecuencias operativas, refiriéndose a cómo éstos han aplicado  los procedimientos flexibles a fin de que la sede los supervise. Este informe se incluirá en anexo al Informe de Gestión de la Ayuda Exterior (IGAE) ya existente, para  que no sea una carga de información adicional a las respectivas Delegaciones. Con este fin, para cada procedimiento flexible autorizado por el Jefe de Delegación se rellenará el modelo de cuadro adjunto a la presente guía (anexo C) y una vez hecho se unirá en anexo al IGAE.
� 	Con excepción de los procedimientos de la sección 2 (Procedimiento de decisión), la presente guía también es aplicable: i) a las medidas de ayuda excepcionales y a los programas de respuesta provisionales adoptados con arreglo al artículo 6 del Reglamento CE n° 1717/2006 por el que se establece el Instrumento de Estabilidad, y ii) a los programas de emergencia y de fase posterior a la emergencia del FED adoptados con arreglo a los artículos 72 y 73 del Acuerdo de Cotonú. La presente guía no se aplica a la ayuda humanitaria gestionada por la DG ECHO.


� 	La presente guía también se aplica mutatis mutandis: i) a la ayuda de emergencia con arreglo al artículo 30 de la Decisión del Consejo de 27.11.2001 de la asociación de países y territorios de ultramar con la CE (n° 2001/822/CE). Se entenderán que las referencias a los artículos 72 y 73 de esta guía incluyen la ayuda de emergencia conforme al artículo 30 de la Decisión de Asociación Ultramar, y ii) a la ayuda de emergencia conforme a los artículos 254 a 257 y 300 del Acuerdo de Lomé IV bis.


� 	Obsérvese que las acciones y los programas del FED en los que no se aplica el artículo 19 c) del Anexo IV del Acuerdo de Cotonú vienen regulados por las disposiciones generales aprobadas por las Decisiones 3/90 (para el 7° y 8° FED) y 2/2002 (para el 9° FED) del Consejo de Ministros ACP-CE (en los sucesivo, FED DG). En tales casos, cuando se establezca una ayuda de emergencia o posterior a la fase de emergencia, los procedimientos flexibles que se deberán emplear son los mencionados en el artículo 7.9 de las DG del 7° y 8° FED o el artículo 3.6 de las DG del 9° FED, y no las del RF y de las ND.


� 	Véase la Comunicación "Hacia una respuesta de la UE ante las situaciones de fragilidad".


� 	El uso de los procedimientos negociados se recoge en los artículos 244, 246 y 248 de las ND y los artículos 10.1.2, 14.1.2, 14.2.2 y 19.1.2 y 19.2.2 del Reglamento. FED. La concesión directa de subvenciones se encuentra en el artículo 168, apartado 1 de las ND.


� 	Artículos 242, 244 y 246 de las ND: En la práctica, el respectivo ordenador de pagos por delegación  es el Director General de la Oficina de Cooperación EuropeAid o, cuando se trate de países cubiertos por el instrumento de la preadhesión, el Director General de la DG Ampliación.


� 	Las acciones y los programas del FED a los que el nuevo artículo 19 c) no es aplicable se regulan por las Disposiciones Generales del FED. Las DG del FED no especifica qué autoridad declara el uso de procedimientos flexibles establecidos en sus artículos 7.9 y 3.6 en caso de ayuda de emergencia o ayuda posterior a la fase de emergencia. En tales supuestos, la decisión del Director General puede también autorizar mutatis mutandis el uso de procedimientos flexibles para garantizar la intervención armonizada de la ayuda exterior de la UE cuando se haya declarado una situación tal. 


� 	Los programas de emergencia y posteriores a la fase de emergencia basados en los artículos 72 y 73 del Acuerdo de Cotonú podrán adoptarse como medidas especiales según lo establecido en el artículo 8 del Reglamento del Consejo (CE) n° 617/2007 de 14.05.2007 sobre la aplicación del Décimo FED – incluso, si fuera necesario, podría quedar englobado en los casos excepcionales previstos en el segundo párrafo del artículo 7(1) del Reglamento mencionado.


� 	Se adjunta un modelo de decisión como anexo A para su uso por la Oficina de Cooperación EuropeAid.





� 	En el anexo B de la presente guía se encuentra un modelo de este Canje de Notas que complementa el convenio de financiación para su uso por la Oficina de Cooperación EuropeAid.


� 	Además en la adjudicación directa de los contratos y la concesión directa de subvenciones, para los proyectos del FED regulados por acuerdos de financiación que apliquen las DG del FED, el artículo 3.6 también prevé la aplicación de otros procedimientos para la ayuda de emergencia: i) ejecución de contratos en régimen de gestión administrativa; ii) ejecución mediante agencias especializadas, y iii) ejecución directa por la Comisión.


� 	De conformidad con los artículos 110 RF, 84, apartado 1 del Reglamento financiero del 9º FED ("RF 9 FED") y 106 del Reglamento financiero del 10º FED ("RF 10º FED ").


� 	Cf. artículos 112 RF, 86 (1) RF del 9º FED y RF del 10º FED. En tales casos, los gastos efectuados por un beneficiario con anterioridad a la presentación de la solicitud únicamente podrán optar a una financiación comunitaria solo cuando los gastos del solicitante sean debidos a la constitución de existencias que vayan a utilizarse en la acción subvencionada o excepcionalmente y por motivos debidamente justificados, cuando las condiciones particulares del contrato de subvención lo prevean mediante fijación de una fecha de elegibilidad anterior a la fecha de presentación de la solicitud.


� 	En el supuesto de contratos y acuerdos que sean competencia de la Oficina de Cooperación EuropeAid, véase la nota de instrucciones sobre las excepciones (en su versión actual, véase la nota n° 9406 de 13.05.2008).


� 	El artículo 4.5 del Acuerdo de Cotonú prevé específicamente esta posibilidad al establecer que, en tales casos, la Comisión ejecutará los fondos destinados al país beneficiario en cuestión y empleará medidas de apoyo especial, comprendiendo políticas a favor de la paz, gestión y resolución de conflictos violentos, apoyo a la fase posterior al conflicto, que incluya el desarrollo institucional y actividades de desarrollo económicos y sociales.


� 	Véase el artículo 19.2 de las Condiciones Generales del Acuerdo de Financiación FED (versión 2007) (nuevo artículo 20.2 de las Condiciones Generales de los Acuerdos de Financiación para el 10° FED y el artículo 22.6 de las Condiciones Generales del modelo de acuerdo de financiación para la gestión descentralizada (Presupuesto UE).


� 	Para la Oficina de Cooperación EuropeAid, procedimiento negociado basado en una decisión de crisis debe ser notificado antes de aprobación. Por tanto estos procedimientos negociados deben incluirse en la tabla de información anexa a nota de instrucciones sobre excepciones mencionada anteriormente.
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